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SENTENCIA que emite la Sala Regional Xalapa en la que revoca la diversa dictada por el Tribunal Electoral del Estado de Yucatán en el procedimiento especial sancionador PES-001/2026 que, entre otras cuestiones, declaró inexistente la violencia política en razón de género contra las mujeres denunciada por la actora y atribuidas al presidente, secretario, tesorero y director jurídico del Ayuntamiento de Kinchil, Yucatán.
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	[bookmark: _Toc474966436]GLOSARIO

	
	Actora o promovente 
	
	*******************, ********* **** ***** ******* del Ayuntamiento de Kinchil, Yucatán.

	
	Ayuntamiento o Cabildo
	
	Ayuntamiento del municipio de Kinchil, Yucatán.

	 
	Constitución general 
	
	Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

	 
	Juicio de la ciudadanía
	
	Juicio para la protección de los derechos político-electorales de la ciudadanía.

	 
	Ley general de medios 
	
	Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral.

	
	Instituto local o IEPAC
	
	Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Yucatán.

	
	Sala Xalapa
	
	Sala Regional del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación correspondiente a la Tercera Circunscripción Plurinominal Electoral con sede en Xalapa, Veracruz.

	
	SCJN
	
	Suprema Corte de Justicia de la Nación.

	
	Sentencia impugnada
	
	Sentencia emitida por el Tribunal Electoral del Estado de Yucatán, en el expediente PES-001/2026.

	
	TEEY, Tribunal local o responsable
	
	Tribunal Electoral del Estado de Yucatán.

	
	TEPJF
	
	Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.

	
	UTC
	
	Unidad Técnica de lo Contencioso Electoral de la Secretaría Ejecutiva del IEPAC

	
	VPG o violencia política de género
	
	Violencia política contra las mujeres en razón de género.
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[bookmark: _Toc244850221]SUMARIO DE LA DECISIÓN
Esta Sala Regional determina revocar la resolución impugnada para el efecto de reponer la sustanciación del procedimiento especial sancionador.
Lo anterior es así debido a que el agravio de la vulneración al debido proceso es fundado, pues tanto el Instituto Electoral local como el Tribunal responsable vulneraron los derechos de acceso a la justicia y debida defensa de la actora, mujer indígena maya, al omitir responder, de manera completa y oportuna, sus reiteradas solicitudes de asesoría jurídica pública durante la sustanciación del procedimiento.
Dado que la controversia involucra presunta violencia política en razón de género contra una mujer indígena —quien pertenece a un grupo en situación de vulnerabilidad—, las autoridades locales tenían el deber reforzado de implementar los mecanismos de protección necesarios para garantizar sus derechos. Es decir, las autoridades locales debieron actuar con debida diligencia y aplicar una perspectiva de género, intercultural e interseccional, a fin de salvaguardar los derechos de la presunta víctima y garantizar su debido proceso y acceso a la justicia.
[bookmark: _Toc474966437][bookmark: _Toc224821815][bookmark: _Toc244850222]ANTECEDENTES
[bookmark: _Toc476950029][bookmark: _Toc70882320][bookmark: _Toc84032608][bookmark: _Toc224821816][bookmark: _Toc244850223]I. El contexto
Del expediente se advierte lo siguiente.
Escrito de queja. El veintinueve de abril de dos mil veintiséis, la actora presentó una queja en contra del presidente y secretario municipal del Ayuntamiento de Kinchil, Yucatán, por la presunta comisión de actos y omisiones constitutivas de violencia política de género. 
Remisión del expediente al TEEY. El veintisiete de mayo, el Tribunal local recibió las constancias del procedimiento especial sancionador y ordenó la integración del expediente PES-001/2026, del índice de dicho Tribunal. 
Reposición del procedimiento. El nueve de julio, mediante acuerdo plenario, el TEEY ordenó la reposición del procedimiento especial sancionador y remitió las constancias del expediente a la UTC de la Secretaría Ejecutiva del IEPAC para que realizara mayores diligencias de investigación. 
Segunda recepción del expediente en el TEEY. El quince de septiembre se recibieron nuevamente en el Tribunal local las constancias remitidas por la autoridad instructora con motivo de la reposición ordenada en el punto previo.
Resolución impugnada. El veintidós de octubre, el TEEY resolvió el procedimiento especial sancionador, en el que, entre otras cuestiones, declaró la inexistencia de VPG.
[bookmark: _Toc224821817][bookmark: _Toc244850224]II. Del trámite y sustanciación del medio de impugnación federal
Presentación. El veintiséis de octubre,[footnoteRef:1] la actora presentó demanda ante la autoridad responsable, a fin de controvertir la sentencia precisada en el punto anterior.  [1:  Consultable a foja 13 del expediente principal SX-JDC-399/2026] 

Recepción y turno. El tres de noviembre se recibió en la oficialía de partes de este órgano jurisdiccional la demanda y demás constancias que integran el expediente. En la misma fecha, la magistrada presidenta de esta Sala Regional acordó integrar el expediente SX-JDC-399/2026 y turnarlo a la ponencia del magistrado José Antonio Troncoso Ávila, para los efectos correspondientes.
Sustanciación. En su oportunidad, el magistrado instructor admitió la demanda; asimismo, al no existir diligencias pendientes por desahogar, declaró cerrada la instrucción, con lo cual el juicio quedó en estado de dictar sentencia.
[bookmark: _Toc224821818][bookmark: _Toc244850225]CONSIDERANDO
[bookmark: _Toc492314777][bookmark: _Toc58454005][bookmark: _Toc86405863][bookmark: _Toc224821819][bookmark: _Toc244850226]PRIMERO. Jurisdicción y competencia.
[bookmark: _Toc28868856]El Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación ejerce jurisdicción y esta Sala Regional correspondiente a la Tercera Circunscripción Plurinominal es competente para conocer y resolver el presente asunto. Por materia, al tratarse de un juicio de la ciudadanía que se promueve contra una resolución del TEEY que, entre otras cuestiones, declaró inexistente la VPG en perjuicio de una integrante del Ayuntamiento de Kinchil, Yucatán; y por territorio, porque esa entidad federativa forma parte de esta circunscripción.[footnoteRef:2] [2:  Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 41, párrafo tercero, base VI, y 99, párrafo cuarto, fracción V de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 251, 252, 253, fracción IV, inciso c, 260, párrafo primero, y 263, fracción IV, inciso c, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; 3, apartado 2, inciso c; 79, apartado 1; 80, apartado 1, inciso f, y 83, apartado 1, inciso b, de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral.] 

[bookmark: _Hlk82104650][bookmark: _Toc224821820][bookmark: _Toc244850227][bookmark: _Toc210817389][bookmark: _Hlk64591445]SEGUNDO. Requisitos de procedencia.
Se satisfacen los requisitos de procedencia de conformidad con lo siguiente.[footnoteRef:3] [3:  Requisitos establecidos en los artículos 7, apartado 2, 8, 9 y 12, apartado 1, inciso a), 13, apartado 1, inciso b), 79 y 80 de la Ley general de medios.] 

Forma. En la demanda se hace constar el nombre y firma autógrafa de la actora, se identifica el acto impugnado y la autoridad responsable del mismo; se mencionan los hechos en que se basa la impugnación, los conceptos de agravio y los preceptos presuntamente violados.
Oportunidad. La demanda fue presentada dentro del plazo de cuatro días que indica la Ley, pues la sentencia controvertida fue emitida el veintidós de octubre, y notificada a la parte actora el veintitrés siguiente.[footnoteRef:4] En ese tenor, el plazo para impugnar transcurrió del veintiséis al veintinueve de octubre, por lo que, si la demanda se presentó el veintiséis de octubre, es evidente su oportunidad.[footnoteRef:5] [4:  Notificación visible a foja 623 del Cuaderno Accesorio Único.]  [5:  En atención a lo dispuesto en la Ley de Instituciones y Procedimientos Electorales del Estado de Yucatán, artículo 392, las notificaciones se harán a más tardar dentro de los tres días hábiles siguientes al que se dicten las resoluciones que las motiven y surtirán sus efectos el mismo día de su realización.] 

Legitimación e interés jurídico. Se tienen por colmados los requisitos toda vez que quien promueve el juicio lo hace por su propio derecho y en su respectiva calidad. Además, aduce que la resolución impugnada le genera una afectación a su derecho de acceso a la justicia.
[bookmark: _ftnref8]Definitividad. Se cumple conforme a la legislación electoral local, al no estar previsto un medio de defensa adicional para confirmar, modificar o revocar la resolución impugnada, previo a acudir a este órgano jurisdiccional.[footnoteRef:6] [6:  De conformidad con lo previsto en el artículo 351 de la Ley de Instituciones y Procedimientos Electorales del Estado de Yucatán, en el que se prevé que las sentencias que dicte el Tribunal Electoral serán definitivas.] 

[bookmark: _Toc224821821][bookmark: _Toc244850228][bookmark: _ftnref7]TERCERO. Análisis del caso y estudio de fondo.
I. [bookmark: _Toc244850229][bookmark: _Toc126315228][bookmark: _Toc167191708][bookmark: _Toc172892349][bookmark: _Toc174534299][bookmark: _Toc177665432]Contexto de la controversia y su delimitación de estudio.
La controversia del presente asunto surgió con la queja de procedimiento especial sancionador que presentó la actora, en su calidad de ******** del Ayuntamiento de Kinchil, Yucatán, en la que denunció un conjunto de actos y omisiones que, desde su perspectiva, constituían violencia política contra las mujeres en razón de género en su contra, atribuidos al presidente, secretario, tesorero y director jurídico, todos del referido Ayuntamiento.
Las conductas denunciadas, desde la perspectiva de la actora, han generado un ambiente hostil y condiciones desfavorables para el desempeño del cargo; entre ellas, se tratan de expresiones intimidatorias, falta de publicidad de las sesiones de Cabildo, irregularidades en las convocatorias, dificultades o limitaciones para acceder a la documentación municipal e información financiera del Ayuntamiento, así como actos dirigidos a limitar su participación en las decisiones del Cabildo. 
Al respecto, en la resolución controvertida, el TEEY declaró la inexistencia de la VPG aludida al considerar que, si bien se acreditaron irregularidades como la indebida convocatoria a sesiones y la limitación de consultar oportuna y debidamente la información financiera del Ayuntamiento, lo cierto es que tales actos son insuficientes para determinar algún tipo de violencia o que la misma estuviera basada en el género. 
Ante esta instancia, la pretensión de la actora es que se revoque la resolución controvertida para que el Tribunal responsable emita una nueva determinación con perspectiva de género, intercultural e interseccional, o bien para que se repongan las actuaciones en el procedimiento sancionador debido a que no contó con asesoría jurídica, pese a que en diversas ocasiones la solicitó al Instituto local.
Derivado de los hechos y planteamientos de la actora, esta Sala Xalapa identifica que la controversia por resolver consiste en determinar, en primer lugar, si se vulneró el derecho de acceso a la justicia de la actora ya que manifiesta que en diversas ocasiones solicitó que se le proporcionara la asistencia legal en el procedimiento sancionador pero que no obtuvo respuesta.[footnoteRef:7]  [7:  Se precisa que el estudio de este agravio es preferente, al tratarse de un planteamiento procesal relacionado con el debido proceso, pues de resultar fundado traería como consecuencia revocar la sentencia impugnada y, al haber alcanzado su pretensión principal, haría innecesario el análisis del resto de los agravios.] 

En caso de no asistirle la razón, se procedería al estudio del resto de los agravios relacionados con la presunta omisión de juzgar con perspectiva de género, intercultural e interseccional, así como la falta de exhaustividad al fijar la litis y valorar los hechos y pruebas supervenientes.[footnoteRef:8] [8:  Esta metodología de estudio en modo alguno le depara un perjuicio a la actora, porque lo importante es que se estudien en su totalidad. Lo anterior en términos de la jurisprudencia 04/2000, de rubro: “AGRAVIOS, SU EXAMEN EN CONJUNTO O SEPARADO, NO CAUSA LESIÓN”, visible en las páginas 5-6, de la Revista Justicia Electoral 2001, suplemento 4, así como en: https://www.te.gob.mx/IUSEapp/] 

II. [bookmark: _Toc224999645][bookmark: _Toc233364038][bookmark: _Toc244850230][bookmark: _Hlk180859693]Decisión de esta Sala Regional.
Esta Sala Regional determina que el agravio de la vulneración al debido proceso es fundado y suficiente para revocar la resolución controvertida.
Lo anterior es así debido a que el agravio de la vulneración al debido proceso es fundado, pues tanto el Instituto Electoral local como el Tribunal responsable vulneraron los derechos de acceso a la justicia y debida defensa de la actora, mujer indígena maya, al omitir responder, de manera completa y oportuna, sus reiteradas solicitudes de asesoría jurídica pública durante la sustanciación del procedimiento.
Dado que la controversia involucra presunta violencia política en razón de género contra una mujer indígena —quien pertenece a un grupo en situación de vulnerabilidad—, las autoridades locales tenían el deber reforzado de implementar los mecanismos de protección necesarios para garantizar sus derechos. Es decir, las autoridades locales debieron actuar con debida diligencia y aplicar una perspectiva de género, intercultural e interseccional, a fin de salvaguardar los derechos de la presunta víctima y garantizar su debido proceso y acceso a la justicia.
III. [bookmark: _Toc224999646][bookmark: _Toc233364039][bookmark: _Toc244850231][bookmark: _Hlk180859700]Justificación de la decisión.
[bookmark: _Toc244850232]Debido proceso y derecho de acceso a la justicia de grupos vulnerables
El derecho al debido proceso reconocido en el artículo 14 de la Constitución general y artículo 8, apartado 1, de la Convención Americana, se ha entendido como las condiciones mínimas necesarias para que las personas justiciables puedan hacer valer sus derechos y defender sus intereses de forma efectiva.[footnoteRef:9] [9:  Tesis 1a. CCCXLVI/2018 (10a.). “PRINCIPIO DE IGUALDAD PROCESAL. SUS ALCANCES”. Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 61, diciembre de 2018, Tomo I, p. 376.] 

La SCJN ha señalado que el debido proceso se obtiene desde dos perspectivas. La primera, es cuando una persona es sometida a un proceso o procedimiento, al ser destinatario del ejercicio de una acción, la cual, de resultar procedente y fundada, llevaría a la autoridad a emitir un acto privativo en su contra, en cuyo caso la autoridad debe verificar que se cumplan con las formalidades esenciales del procedimiento.
Mientras que la segunda perspectiva, señala que el debido proceso debe entenderse desde la perspectiva de quien insta la actividad jurisdiccional del Estado para lograr reivindicar un derecho y no tanto defenderse del mismo, en cuyo caso se ubica en una posición, al interior de un juicio, de cuya suerte depende el ejercicio de un derecho, el cual, en caso de no dirimirse adecuadamente, podría tornar a su derecho nugatorio.
Ahora bien, el entramado jurídico nacional y convencional establece al Estado mexicano un deber reforzado de promoción, respeto, protección y garantía de los derechos humanos y, especialmente, la obligación de garantizar el acceso pleno, efectivo y no discriminatorio a la justicia, particularmente tratándose de personas y grupos en situación de vulnerabilidad.
En el artículo 1°. de la Constitución general, en sus párrafos primero, segundo, tercero y quinto, no sólo se reconoce la titularidad universal de los derechos humanos previstos en la propia Norma Fundamental y en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano es parte, sino que diseña un auténtico mandato de actuación para todas las autoridades.
· Reconoce que todas las personas son titulares de derechos humanos, sin distinción alguna, y que su ejercicio debe garantizarse en condiciones de igualdad material.
· Ordena interpretar las normas relativas a derechos humanos conforme a la Constitución y a los tratados internacionales, favoreciendo en todo tiempo la protección más amplia de las personas.
· Impone a todas las autoridades los deberes de promover, respetar, proteger y garantizar tales derechos, bajo los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad.
· Proscribe cualquier forma de discriminación que tenga por objeto o resultado anular o menoscabar derechos, particularmente cuando reproduce condiciones de exclusión o desventaja histórica.
De dicho mandato constitucional se obtiene que las autoridades no pueden adoptar una posición pasiva cuando la falta de instituciones especializadas produce o perpetúa barreras estructurales para el acceso a la justicia electoral de personas indígenas, mujeres, personas con discapacidad, personas adultas mayores, población LGBTIQ+, personas en situación de pobreza o comunidades migrantes.
 En estos supuestos, la progresividad no se satisface con enunciados programáticos, sino con acciones concretas, idóneas y eficaces orientadas a remover los obstáculos que impiden el ejercicio real de los derechos político-electorales.
En cuanto al bloque de constitucionalidad y garantías judiciales reforzadas, los artículos 1°, 2°., 14 y 17 de la Constitución General, interpretados de manera sistemática con los artículos 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, conforman un parámetro normativo reforzado en materia de acceso a la justicia. Dicho estándar no se agota en la existencia formal de medios de impugnación, sino que exige que éstos sean reales, accesibles, culturalmente adecuados y aptos para producir una tutela efectiva de los derechos político-electorales.
· Asegurar el debido proceso, la tutela judicial efectiva y el acceso pleno a la jurisdicción, no sólo en una dimensión formal, sino también material.
· Adoptar medidas legislativas indispensables para hacer efectivos los derechos reconocidos en el orden constitucional y convencional.
· Diseñar instituciones y procedimientos adecuados que permitan compensar desventajas procesales, económicas, culturales o sociales que obstaculicen la defensa jurídica de las personas en situación de vulnerabilidad.
En los estándares internacionales de igualdad y no discriminación, la Declaración Universal de Derechos Humanos, en su artículo 2°, y la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, en su artículo 2°, reconocen la igualdad ante la ley y proscriben toda forma de discriminación. Estos estándares, al irradiar el contenido del artículo 1o. constitucional, obligan a las autoridades mexicanas a desplegar una actuación positiva cuando adviertan que ciertas personas o colectivos enfrentan obstáculos diferenciados para ejercer sus derechos.
· Implementar medidas progresivas que aseguren la aplicación universal, igualitaria y efectiva de los derechos humanos.
· Corregir, mediante decisiones institucionales, las desventajas históricas y estructurales que inciden en el ejercicio de los derechos político-electorales.
De tales disposiciones se desprende que el reconocimiento formal de los derechos político-electorales debe estar acompañado de mecanismos que permitan su defensa efectiva frente a actos u omisiones que los restrinjan o hagan nugatorios.
· Garantizar el derecho a ser oído, el acceso a recursos judiciales efectivos y la igualdad ante la ley.
· Adecuar el orden jurídico interno mediante medidas legislativas que hagan operativos los derechos reconocidos convencionalmente.
· Proveer mecanismos de defensa adecuada y accesible, especialmente cuando las personas enfrentan barreras culturales, económicas, lingüísticas, territoriales o sociales.
Bajo ese entendimiento, el Estado mexicano tiene el deber de materializar esos compromisos internacionales mediante una arquitectura institucional que asegure asistencia, orientación y representación jurídica especializada en materia político-electoral, de modo que el acceso a la justicia no dependa de la capacidad económica, técnica o social de las personas justiciables.
En ese contexto, la Sala Superior ha sostenido que la creación de una Defensoría Pública de Derechos Político‑Electorales y Grupos Vulnerables no es una opción política, sino un mandato jurídico derivado del bloque de constitucionalidad, de los compromisos internacionales del Estado mexicano y de la jurisprudencia del TEPJF.[footnoteRef:10] [10:  Véase SUP-JDC-458/2026. Cabe precisar que, si bien este precedente versa sobre una omisión legislativa, lo cierto es que también se puede sostener que la omisión de adoptar medidas eficaces para brindar una adecuada defensa a la presunta víctima afecta directamente la igualdad, la no discriminación y la tutela judicial efectiva.] 

Ahora bien, cuando en las controversias judiciales estén involucrados derechos de mujeres, es obligación para las y los juzgadores impartir justicia con perspectiva de género, como regla general, y enfatizarse en aquellos casos donde se esté ante grupos de especial vulnerabilidad.
Así, quien sea el encargado de juzgar tiene el deber de determinar la operabilidad de derecho conforme a los preceptos fundamentales de orden constitucional y convencional, procurando en todo momento que los paradigmas imperantes de discriminación por razón de género no tengan una injerencia negativa en la impartición de justicia.
En este sentido, atendiendo precisamente a tales prejuicios o estereotipos, el juzgador o juzgadora, debe considerar las situaciones de desigualdad y opresión que viven las mujeres, sobre todo cuando es posible que existan factores que potencien su discriminación, como pueden ser las consideraciones de pobreza y barreras culturales y lingüísticas.[footnoteRef:11] [11:  Tesis de jurisprudencia de la SCJN P. XX/2015, de rubro: “IMPARTICIÓN DE JUSTICIA CON PERSPECTIVA DE GÉNERO. OBLIGACIONES DEL ESTADO MEXICANO EN LA MATERIA”.] 

Asimismo, se destaca que la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencias, en su artículo 52, fracción IV, establece que las víctimas de cualquier tipo de violencia tendrán, entre otros derechos, a contar con asesoría jurídica gratuita y expedita.
Por otra parte, tratándose de comunidades indígenas, el artículo 2º apartado A, fracción XI, constitucional señala explícitamente que los pueblos e individuos indígenas tienen derecho a acceder plenamente a la jurisdicción del Estado. Para garantizar este mandato, la norma ordena tomar en cuenta sus sistemas normativos y especificidades culturales.
Incluso, tal precepto exige que las personas indígenas tengan, en todo tiempo, el derecho a ser asistidas y asesoradas por personas defensoras especializadas en derechos indígenas, pluralismo jurídico, perspectiva de género y diversidad cultural y lingüística.
En ese sentido, ha sido criterio del TEPJF que, el juzgar con perspectiva intercultural implica atender el contexto integral de la controversia y al efecto de las resoluciones judiciales con la finalidad de contribuir a una solución efectiva que garantice los derechos de las personas que acuden a la protección jurisdiccional.[footnoteRef:12] [12:  Véase SUP-JDC-124/2026] 

De igual forma, la SCJN en el “Protocolo para juzgar con perspectiva intercultural: personas, pueblos y comunidades indígenas”[footnoteRef:13] señala que la perspectiva intercultural en el acceso a la justicia se manifiesta de manera especial al apreciar los hechos y las pruebas sobre las cuales se han de aplicar las normas jurídicas. [13:  Consultable en la siguiente liga electrónica: https://www.scjn.gob.mx/derechos-humanos/sites/default/files/protocolos/archivos/202211/Protocolo%20para%20Juzgar%20con%20Perspectiva%20Intercultural_Ind%C3%ADgenas_Digital_0.pdf] 

Así, se establece que la observancia a esas obligaciones es determinante para que, tras un proceso que ha cumplido con las garantías conducentes, se materialice el acceso a la justicia en igualdad de condiciones.
[bookmark: _Toc244850233]Caso concreto
En consideración de esta Sala Regional el Instituto electoral local fue omiso en dar respuesta oportuna a la actora respecto de la solicitud de brindarle asesoría legal y, por tanto, de garantizar su derecho de acceso a la justicia. 
Situación que inobservó el Tribunal responsable y que se vio reflejado en que la actora no contara con una debida defensa jurídica durante la sustanciación del procedimiento especial sancionador.
En efecto, en el escrito de queja presentado el pasado veintinueve de abril, la actora acudió sin representación legal y manifestó expresamente que se autoidentificaba como parte de la comunidad Indígena Maya y mayahablante, lo cual era suficiente para que el Instituto reconociera esa calidad[footnoteRef:14] y atendiera el caso conforme a los parámetros de protección de derechos humanos que se requiere en estos casos. [14:  Sirve de sustento el criterio de la jurisprudencia 12/2013 de este TEPJF, de rubro “COMUNIDADES INDÍGENAS. EL CRITERIO DE AUTOADSCRIPCIÓN ES SUFICIENTE PARA RECONOCER A SUS INTEGRANTES”.] 

Es decir, desde ese momento el Instituto estaba obligado a implementar los mecanismos de protección a favor de una persona indígena, pues como se expuso, al tratarse de un grupo en situación de vulnerabilidad, requieren una protección reforzada por parte de las autoridades del Estado.   
Como contexto, debe indicarse que al tratarse de un procedimiento sancionador en donde se denuncian posibles conductas constitutivas de VPG, el Instituto local tenía la obligación de actuar con la debida diligencia con la finalidad de hacer efectivo el acceso a la justicia y el debido proceso.[footnoteRef:15] [15:  De conformidad con el criterio en la Jurisprudencia 48/2016 de este TEPJF, de rubro: “VIOLENCIA POLÍTICA POR RAZONES DE GÉNERO. LAS AUTORIDADES ELECTORALES ESTÁN OBLIGADAS A EVITAR LA AFECTACIÓN DE DERECHOS POLÍTICOS ELECTORALES”.] 

En ese sentido, desde la presentación de la queja, el Instituto local debió adoptar una postura con perspectiva de género intercultural e interseccional, enfocada en la protección de los derechos de la presunta víctima.
Ahora bien, mediante escrito de veinticinco de mayo,[footnoteRef:16] entre otras cuestiones, la actora objetó los argumentos y pruebas presentadas por la parte denunciada, y solicitó al Instituto local que se designara o gestionara la asignación de una persona asesora o defensora jurídica especializada, preferentemente mayahablante que pudiera brindarle acompañamiento jurídico integral durante el procedimiento. [16:  Consultable a foja 205-207 del cuaderno accesorio único.] 

No obstante, en esa misma fecha, se llevó a cabo la audiencia de desahogo de pruebas y alegatos que estaba previamente programada, sin que se le designara un asesor o defensor jurídico.  
Pese a ello, al finalizar la misma audiencia, se ordenó realizar el informe circunstanciado para que se remitiera junto con el expediente al TEEY y se procediera a emitir la resolución correspondiente.
De esta manera, se constata que el instituto local hizo caso omiso a la solicitud expresa de brindarle asesoría legal pública a la actora, puesto que no obra una respuesta en el expediente.
Ahora bien, mediante acuerdo plenario de nueve de julio, el TEEY determinó devolver el expediente a la UTC y le ordenó realizar mayores diligencias de investigación, y una vez concluidas, emplazar a las partes y llevar a cabo la respectiva audiencia de desahogo de pruebas y alegatos. Sin embargo, el TEEY también fue omiso en pronunciarse respecto de la petición de la actora para que se le asignara defensa jurídica pública.
Posteriormente, el diecisiete de julio,[footnoteRef:17] la actora presentó un diverso escrito ante el Instituto local en el que manifestó nuevamente ser una mujer indígena maya, y que en ese momento no contaba con una asesoría jurídica, ni quien la representara en el procedimiento. Lo que, desde su perspectiva, generaba una desigualdad procesal frente a las autoridades municipales denunciadas. Por tanto, nuevamente solicitó que se le proporcionara una defensora pública y mayahablante. [17:  Consultable a foja 245-252 del cuaderno accesorio único.] 

Al respecto, fue hasta el catorce de agosto, es decir, casi un mes después, cuando la UTC se pronunció del escrito de diecisiete de julio antes referido, y acordó remitirlo a la Secretaría Ejecutiva para que determinara lo conducente.[footnoteRef:18] Además, cabe mencionar que únicamente fue notificado a dicha Secretaría hasta el dieciocho de agosto siguiente, sin que fuese notificado a la posible víctima. [18:  Consultable a foja 347-350 del cuaderno accesorio único.
] 

Asimismo, se advierte que, mediante acuerdo de cuatro de septiembre, la UTC citó a las partes para celebrar la audiencia de desahogo de pruebas y alegatos a celebrarse el catorce de septiembre, sin que hasta ese momento tuviera respuesta por parte de la Secretaría Ejecutiva respecto a la petición formulada por la actora.
Fue hasta el siete de septiembre, cuando la Secretaría Ejecutiva, mediante el Memorándum SE/091/2026, informó a la UTC que el IEPAC había realizado todas las gestiones para garantizar la instalación y funcionamiento de la Defensoría Pública de los Derechos Políticos Electorales, pero que la designación de la titular se llevaría a más tardar el dieciséis de octubre.
Ante esta situación, informó que estaba a disposición de la actora el acompañamiento por parte del personal de dicha Secretaría para brindarle orientación jurídica en caso de que lo requiriera. 
Al respecto, la UTC en esa misma fecha acordó integrar ese informe al expediente, pero no obra constancia que acredite que ese proveído fue notificado a la actora. 
Ahora bien, mediante escrito de catorce de septiembre,[footnoteRef:19] fecha en que se llevó a cabo la audiencia de desahogo de pruebas y alegatos, la actora solicitó que se difiriera dicha audiencia porque no contaba con asesoría legal y nuevamente solicitó que se le proporcionara asesoría jurídica especializada.  [19:  Consultable a foja 557-558 del cuaderno accesorio único.] 

Cabe destacar que el Reglamento de Denuncias y Quejas del IEPAC, en su artículo 57 BIS, párrafo tercero, establece que, en las audiencias de desahogo de pruebas y alegatos, la Unidad Técnica, en todo momento, analizará la necesidad de medidas adicionales para el caso de grupos en situación de vulnerabilidad, o atenderá a su solicitud, las adecuaciones pertinentes y brindará el apoyo necesario para su comparecencia.
No obstante, la audiencia se llevó a cabo sin que la actora contara con la asesoría legal que había solicitado en reiteradas ocasiones.
Con base en lo expuesto, esta Sala Regional considera que le asiste razón a la actora al sostener que durante la sustanciación se le dejó en estado de indefensión al no contar con una asesoría jurídica, pese a que la solicitó en reiteradas ocasiones.
El actuar del Instituto local, así como la determinación del Tribunal responsable, vulneró el debido proceso y el derecho de acceso a la justicia, puesto que se apartó de sustanciar el procedimiento y juzgar la controversia con perspectiva de género, intercultural e interseccionalidad al no advertir la citada omisión procesal.
Como se expuso en el marco normativo, las autoridades sustanciadora y resolutora estaban obligadas a proveer mecanismos de defensa adecuada y accesible, especialmente porque la presente controversia está relacionada con la posible comisión de conductas constitutivas de VPG en contra de una mujer indígena.
Por tanto, el actuar omiso del Instituto local de darle una respuesta completa y oportuna a la actora conllevó a que no contara con una debida defensa durante la sustanciación del procedimiento.
Además, la actora refiere que tuvo conocimiento hasta la audiencia de pruebas y alegatos de catorce de septiembre, del informe de la Secretaría Ejecutiva respecto a que se le podría proporcionar personal adscrito a dicha dependencia para brindarle orientación jurídica. 
Esto es, la presunta asesoría pretendió ser proporcionada hasta la audiencia donde se determinó remitir el expediente al TEEY, lo cual sería ineficaz para que la actora pudiera preparar una debida defensa con la finalidad de objetar las pruebas de la parte denunciada y presentar alegatos. 
No pasa inadvertido que la Defensoría Pública del IEPAC hasta ese momento no estaba en funciones, sin embargo, esta situación no impedía al Instituto adoptar las medidas necesarias y oportunas para garantizar una orientación y asesoría jurídica a la actora.
Al respecto, es un hecho público y notorio[footnoteRef:20] que el pasado veintinueve de agosto de dos mil veinticinco, el Tribunal local ordenó al Consejo General del IEPAC, entre otras cuestiones, implementar antes del siguiente proceso electoral inmediato, la instalación y funcionamiento de la Defensoría Pública de los Derechos Políticos-Electorales en el estado de Yucatán, con tal de garantizar la protección de sus derechos políticos-electorales a los grupos en situación de vulnerabilidad. [20:  Lo cual se deduce de las constancias del juicio SX-JDC-41/2026 y acumulado, así como del SUP-JDC-124/2026.] 

Además, como parte de las medidas que dictó el Tribunal local fue que se garantizará la asistencia jurídica a la parte actora de esos juicios, en materia político electoral que le debiese corresponder a la Defensoría Pública, mientras se materializaba el órgano desconcentrado, para lo cual debía ajustarse a los derechos y obligaciones que dispone la Ley de Instituciones local.
Con base en lo anterior, se puede sostener que el Instituto local tenía conocimiento de que debía implementar las acciones necesarias para brindar asesoría jurídica a quien lo requiriera hasta en tanto quedara instalada y en funcionamiento la Defensoría Pública. Sin embargo, en el presente caso se incumplió con tales obligaciones. 
Por tanto, conforme a los hechos que se advierten de las constancias del expediente, se constata que la actora no obtuvo una respuesta oportuna a su solicitud, lo que impidió contar con asesoría legal. De ahí que se considere que se debe revocar la resolución controvertida y reponer el procedimiento conforme a los efectos que se precisan en la presente sentencia.
[bookmark: _Toc217028192][bookmark: _Toc244850234]CUARTO. Efectos de la sentencia.
Esta Sala Xalapa decreta los siguientes efectos:
· Se revoca la resolución controvertida.
· Se ordena reponer el procedimiento desde la primera actuación del IEPAC, posterior al acuerdo plenario de nueve de julio emitido por el TEEY en el que determinó devolver el expediente a la UTC y le ordenó realizar mayores diligencias de investigación. 
· Por tanto, tendrá que prevenir nuevamente a la actora para que manifieste lo que a su interés convenga. Hecho lo anterior, deberá emplazar a las partes y llevar a cabo la respectiva audiencia de desahogo de pruebas y alegatos. 
· En ese mismo acuerdo de prevención el IEPAC deberá dar respuesta a los escritos de solicitud de la actora, proveyendo lo necesario para que cuente con una asesoría jurídica pública. En la respuesta se deberá analizar integralmente la petición, observando que la asesoría la solicitó preferentemente con la asistencia de una persona mayahablante o interprete, por lo que el Instituto local deberá proveer lo necesario, en plena libertad de sus atribuciones.
· Concluida la sustanciación, el TEEY deberá emitir una nueva determinación en la que determine si se acredita o no la existencia de la VPG denunciada.[footnoteRef:21] [21:  Ello, en pleno uso de sus atribuciones de competencia y jurisdicción, por lo que esta sentencia en modo alguno prejuzga sobre el sentido de la resolución que corresponde emitirse en el medio de impugnación local.] 

· El referido órgano jurisdiccional deberá informar a esta Sala Regional, dentro de las veinticuatro horas siguientes a que haya atendido y resuelto lo ordenado en la presente ejecutoria, y remitir las constancias atinentes.
Por lo expuesto y fundado, se
[bookmark: _Toc177665439][bookmark: _Toc186966530][bookmark: _Toc191073900][bookmark: _Toc201920801][bookmark: _Toc213758529][bookmark: _Toc217028194][bookmark: _Toc244850235][bookmark: _Toc39855627][bookmark: _Toc113039787]RESUELVE
ÚNICO. Se revoca la resolución impugnada, para los efectos precisados en la presente ejecutoria.
NOTIFÍQUESE como en Derecho corresponda.
Se instruye a la Secretaría General de Acuerdos de esta Sala Regional, para que en caso de que con posterioridad se reciba alguna documentación relacionada con el trámite y sustanciación de este medio de impugnación, se agregue al expediente para su legal y debida constancia.
En su oportunidad, archívese el presente expediente como asunto concluido y, en su caso, hágase la devolución de la documentación exhibida.
[bookmark: _Hlk191411178]Así lo resolvieron, por unanimidad, las magistraturas integrantes de la Sala Regional del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación correspondiente a la Tercera Circunscripción Plurinominal Electoral Federal ante la secretaria general de acuerdos, quien autoriza y da fe.
Este documento es una representación gráfica autorizada mediante firmas electrónicas certificadas, el cual tiene plena validez jurídica de conformidad con los numerales segundo y cuarto del Acuerdo General de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 3/2020, por el que se implementa la firma electrónica certificada del Poder Judicial de la Federación en los acuerdos, resoluciones y sentencias que se dicten con motivo del trámite, turno, sustanciación y resolución de los medios de impugnación en materia electoral.
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